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Resolución del Pleno del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, con domicilio en Metepec, Estado de México, a diecisiete de junio de dos mil veintiséis.

[bookmark: _GoBack]VISTO el expediente electrónico formado con motivo del recurso de revisión número 09620/INFOEM/IP/RR/2025, interpuesto por el C. XXXXXXXXXXXXXX, en lo sucesivo la parte Recurrente, en lo sucesivo la parte Recurrente, en contra de la respuesta del Ayuntamiento de Ayapango, en lo subsecuente el Sujeto Obligado, se procede a dictar la presente resolución.

A N T E C E D E N T E S   D E L   A S U N T O

PRIMERO. De la Solicitud de Información.
Con fecha cuatro de agosto de dos mil veinticinco, la parte Recurrente presentó a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX) ante El Sujeto Obligado, solicitud de acceso a la información pública, registrada bajo el número de expediente 00087/AYAPANGO/IP/2025, mediante la cual solicitó información en el tenor siguiente:

“Solicitud de información jurídica del Municipio de Ayapango, Estado de México. Por medio de la presente y en ejercicio del derecho de acceso a la información pública, solicito de manera respetuosa la siguiente información relacionada con el área jurídica del H. Ayuntamiento de Ayapango, Estado de México, correspondiente a los últimos 6 años (2019 a hasta el segundo trimestre 2025): 1.Número total de juicios laborales, civiles, administrativos y penales en los que ha sido parte el Municipio de Ayapango, especificando: • Año en que se iniciaron • Materia del juicio • Tipo de resolución o estado procesal actual 2.Monto total pagado en indemnizaciones, laudos o sentencias condenatorias contra el municipio, desglosado por año. Apartir de la administración 2019- hasta lo que llevamos del 2025 3.Copia de los convenios, contratos o nombramientos del personal jurídico (directores, asesores, abogados litigantes, etc.), incluyendo: • Nombre completo • Cargo • Periodo de contratación • Monto de honorarios o sueldo mensual 4. Número de procedimientos administrativos internos o denuncias que se hayan iniciado contra servidores públicos del área jurídica del municipio por irregularidades, negligencia o actos de corrupción. 5. Copia de los informes trimestrales o anuales presentados por el área jurídica ante el Ayuntamiento, en los que se detalle su actividad legal, juicios atendidos y resultados. Solicito que la información sea entregada en formato digital (PDF o Word) y que se remita a través del sistema SAIMEX” (Sic)

Modalidad de entrega: A través del SAIMEX.

SEGUNDO. De la respuesta o entrega de la información
De las constancias que obran en el expediente electrónico, se advierte que el día quince de agosto de dos mil veinticinco, el Sujeto Obligado dio respuesta a la solicitud de información en los siguientes términos: 

“Folio de la solicitud: 00087/AYAPANGO/IP/2025

Ayapango, México a 15 de agosto de 2025 Nombre del solicitante: Anónimo Folio de la solicitud: 00087/AYAPANGO/IP/2025 BUENA TARDE Aprovecho este medio para saludarle, al tiempo que hago entrega de la respuesta emitida por la Consejería Jurídica, a la solicitud con número 00087/AYAPANGO/IP/2025. Sin otro particular, quedo a sus órdenes. ATENTAMENTE: LIC. EN D. VICTORIA MARTÍNEZ BANDA, COORDINADORA DE INFORMACIÓN PÚBLICA ATENTAMENTE LIC. EN D. VICTORIA MARTÍNEZ BANDA COORDINACIÓN DE INFORMACIÓN PÚBLICA

ATENTAMENTE
LIC Victoria Martínez Banda “(Sic).

Adicionalmente, el Sujeto Obligado adjuntó los archivos electrónicos denominados “00087.pdf” y “19 SESION EXTRAORDINARIA SUP DE DATOS.pdf”, mismos que no se reproduce por ser del conocimiento de las partes, sin embargo, será materia de estudio en el considerando respectivo. 

TERCERO. Del recurso de revisión.
Inconforme con la respuesta notificada por El Sujeto Obligado, el Recurrente interpuso recurso de revisión, en fecha quince de agosto de dos mil veinticinco, el cual fue registrado en el sistema electrónico con el expediente número 09620/INFOEM/IP/RR/2025; en los cuales arguye las siguientes manifestaciones:
a) Acto impugnado 
“En la solicitud con numero 00087/AYAPANGO/IP/2025, en el numeral 1,2,y 4 no se me esta proporcionando la informacion solicitada evadiendo las respuestas diciendo que no son inexistentes la informacion que pedi, a continuacion hago saber los motivos y mis razones por la cual estoy inconforme con la informacion que me proporciono el juridico” (sic)
b) Razones o motivos de inconformidad
“No estás pidiendo información inexistente ni que se cree un documento nuevo, sino datos que por su naturaleza deben existir y estar organizados dentro del área jurídica del municipio. La respuesta evade entregar información pública, amparándose erróneamente en el artículo 12 de la Ley, el cual no exime de entregar información preexistente ni permite negarla simplemente porque debe organizarse. El artículo 12 efectivamente indica que no están obligados a "crear" documentos o a "procesar" la información, pero eso no les impide proporcionar los documentos existentes, como expedientes, sentencias o informes que ya contengan lo solicitado. El municipio cuenta con documentación de los juicios en los que ha sido parte solicito se ordene a la Unidad de Transparencia del Municipio de Ayapango proporcionar la información solicitada” (sic)

CUARTO. Del turno y admisión del recurso de revisión.
El medio de impugnación fue turnado al Comisionado Presidente José Martínez Vilchis, por medio del sistema electrónico SAIMEX, en términos del artículo 185, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la información Pública del Estado de México y Municipios, del cual recayó acuerdo de admisión en fecha veinte de agosto de dos mil veinticinco, determinándose en ellos, un plazo de siete días para que las partes manifestaran lo que a su derecho corresponda en términos del numeral ya citado.

QUINTO. De la etapa de instrucción.
De las constancias que obran en el expediente electrónico del SAIMEX, se advierte que el Sujeto Obligado rindió su informe justificado en fecha veintidós de agosto de dos mil veinticinco, por medio de los archivos electrónicos denominados “OFICIO SISTEMA SAIMEX 00087.pdf”, “00087.pdf” y “09620 CONSEJERIA JURIDICA.pdf”, mismo que fue puesto a la vista del Recurrente en fecha ocho de junio de dos mil veintiséis.

Así mismo, se aprecia que no se llevaron a cabo audiencias durante la sustanciación del recurso de revisión, ni se ofrecieron pruebas por parte del Recurrente; todo lo anterior en términos de los artículos 185 fracciones II y IV, y 195 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

SEXTO. De la ampliación del término para resolver.
De las constancias que integran el expediente electrónico, se advierte que han transcurrido los términos de Ley, para la emisión de la resolución en el presente recurso de revisión, por lo que en fecha ocho de octubre de dos mil veinticinco, se notificó a las partes el acuerdo por el que se ordena ampliar el plazo para la emisión de la resolución, en términos del artículo 181 párrafo tercero de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, ordenándose turnar los expedientes a la resolución que en derecho proceda.

SÉPTIMO. Del Cierre de Instrucción.
Por lo que una vez transcurrido el periodo otorgado a las partes de siete días hábiles para realizar sus manifestaciones en el acuerdo de admisión, y no habiendo prueba pendiente por desahogar, ni que documentos que integrar al expediente electrónico, se decretó el cierre de instrucción en fecha doce de junio de dos mil veintiséis, en términos del artículo 185 fracción VI de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, ordenándose turnar el expediente a la resolución que en derecho proceda.

CONSIDERANDO

PRIMERO. De la competencia.
Este Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios es competente para conocer y resolver el presente Recurso de Revisión, conforme a lo dispuesto en el artículo 5, párrafos trigésimo séptimo, trigésimo octavo y trigésimo noveno fracciones IV y V de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; ordinal 2, fracción II, 13, 29, 36, fracciones I y II, 176, 178, 179, 181 párrafo tercero y 185 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; y 9, fracciones I y XXIII y 11 del Reglamento Interior del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios.

SEGUNDO. Sobre los alcances del recurso de revisión. 
Derivado de la impugnación realizada, es preciso e importante señalar que el recurso de revisión inmerso en la Ley de Transparencia vigente en la entidad, tiene el fin y alcance que señalan los numerales 176, 179, 181 párrafo cuarto, 194 y 195 y demás aplicables de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios vigente, el cual será analizado conforme a las actuaciones que obren en el expediente electrónico, con la finalidad de reparar cualquier posible afectación al derecho de acceso a la información pública y garantizando el principio rector de máxima publicidad.
El Recurso de Revisión en estudio contiene los elementos normativos de validez exigidos en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, establecidos en el artículo 180 que enuncia:
“Artículo 180. El recurso de revisión contendrá: 
I. El sujeto obligado ante la cual se presentó la solicitud; 
II. El nombre del solicitante que recurre o de su representante y, en su caso, del tercero interesado, así como la dirección o medio que señale para recibir notificaciones;
III. El número de folio de respuesta de la solicitud de acceso;
IV. La fecha en que fue notificada la respuesta al solicitante o tuvo conocimiento del acto reclamado, o de presentación de la solicitud, en caso de falta de respuesta;
V. El acto que se recurre;
VI. Las razones o motivos de inconformidad;
VII. La copia de la respuesta que se impugna y, en su caso, de la notificación correspondiente, en el caso de respuesta de la solicitud; y 
VIII. Firma del recurrente, en su caso, cuando se presente por escrito, requisito sin el cual se dará trámite al recurso. 
Adicionalmente, se podrán anexar las pruebas y demás elementos que considere procedentes someter a juicio del Instituto. 
En ningún caso será necesario que el particular ratifique el recurso de revisión interpuesto. 
En caso de que el recurso se interponga de manera electrónica no será indispensable que contengan los requisitos establecidos en las fracciones II, IV, VII y VIII.”

Cabe señalar que El Recurrente ejerció de manera anónima su derecho de acceso a la información pública, sin embargo, no es motivo para desechar las solicitudes de acceso a la información pública conforme a lo previsto en el artículo 155, penúltimo párrafo de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios que señala lo siguiente:

	“Las solicitudes anónimas, con nombre incompleto o seudónimo serán procedentes para su trámite por parte del sujeto obligado ante quien se presente. No podrá requerirse información adicional con motivo del nombre proporcionado por el solicitante.” 



Robusteciendo lo anterior se encuentra lo dispuesto en los artículos 6, Apartado A, fracciones III y IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 5 párrafos vigésimo, vigésimo primero y vigésimo segundo, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, se establece lo siguiente:

	Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
“Artículo 6°.- La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o administrativa, sino en el caso de que ataque a la moral, la vida privada o los derechos de terceros, provoque algún delito, o perturbe el orden público; el derecho de réplica será ejercido en los términos dispuestos por la ley. El derecho a la información será garantizado por el Estado. 
(…) 
Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo se observará lo siguiente: A. Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación, los Estados y el Distrito Federal, en el ámbito de sus respectivas competencias, se regirán por los siguientes principios y bases:
 (…) 
III. Toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su utilización, tendrá acceso gratuito a la información pública, a sus datos personales o a la rectificación de éstos.
IV. Se establecerán mecanismos de acceso a la información y procedimientos de revisión expeditos que se sustanciarán ante los organismos autónomos especializados e imparciales que establece esta Constitución.”
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México
“Artículo 5.- En el Estado de México todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en los tratados internacionales en los que el Estado mexicano sea parte, en esta Constitución y en las leyes que de ésta emanen, por lo que gozarán de las garantía para su protección, las cuales no podrán restringirse ni suspenderse salvo en los casos y bajo las condiciones que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece.
(…)
Toda persona en el Estado de México, tiene derecho al libre acceso a la información plural y oportuna, así como a buscar recibir y difundir información e ideas de toda índole por cualquier medio de expresión.
(…)
El derecho a la información será garantizado por el Estado. La ley establecerá las previsiones que permitan asegurar la protección, el respeto y la difusión de este derecho.
Para garantizar el ejercicio del derecho de transparencia, acceso a la información pública y protección de datos personales, los poderes públicos y los organismos autónomos, transparentarán sus acciones, en términos de las disposiciones aplicables, la información será oportuna, clara, veraz y de fácil acceso. Este derecho se regirá por los principios y bases siguientes:
III. Toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su utilización, tendrá acceso gratuito a la información pública, a sus datos personales o a la rectificación de éstos;
IV. Se establecerán mecanismos de acceso a la información y procedimientos de revisión expeditos que se sustanciarán ante el organismo autónomo especializado e imparcial que establece esta Constitución.
(…)
VIII. El Estado contará con un organismo autónomo, especializado, imparcial, colegiado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, con plena autonomía técnica y de gestión, con capacidad para decidir sobre el ejercicio de su presupuesto y determinar su organización interna, responsable de garantizar el cumplimiento del derecho de transparencia, acceso a la información pública y a la protección de datos personales en posesión de los sujetos obligados en los términos que establezca la ley. (…)”



Por lo cual, de una interpretación sistemática, conforme y progresiva del derecho humano de acceso a la información pública se aprecia que toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su utilización, deberá tener acceso a la información pública, es decir, dicho derecho fundamental exime a quien lo ejerce, de acreditar su legitimación en la causa o su interés en el asunto, lo que permite la posibilidad de que, incluso, la solicitud de acceso a la información pueda ser anónima o no contener un nombre que identifique al solicitante o que permita tener certeza sobre su identidad. 
En conclusión, se cubrieron los requisitos de procedencia y procedibilidad y conforme a las constancias que obran en el expediente.

TERCERO. De las causas de improcedencia.
En el procedimiento de acceso a la información y de los medios de impugnación de la materia, se advierten diversos supuestos de procedibilidad, los cuales deben estudiarse con la finalidad de dar cumplimiento a los principios de legalidad y objetividad inmersos en el artículo 9 de Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en correlación con la seguridad jurídica que debe generar lo actuado ante este Organismo garante.

Siendo facultad de este Órgano entrar al estudio de las causas de improcedencia que hagan valer las partes o que se adviertan de oficio por este Resolutor y por ende objeto de análisis previo al estudio de fondo del asunto, en los presupuestos procesales sobre el inicio o trámite de un proceso, generando eficacia jurídica en las resoluciones, máxime que se trata de una figura procesal adoptada en la ley de la materia, la cual impide su estudio y resolución cuando una vez admitido el recurso de revisión se advierta una causa de improcedencia que permita sobreseer el recurso de revisión, sin estudiar el fondo del asunto; circunstancias anteriores que no son incompatibles con el derecho de acceso a la justicia, ya que éste no se coarta por regular causas de improcedencia y sobreseimiento con tales fines[footnoteRef:1]. Así las cosas, del análisis de los expedientes electrónicos no se advierte ninguna causa de improcedencia que se actualice ni mucho menos alguna hecha valer por alguna de las partes, procediendo al estudio del fondo del asunto, en los siguientes términos. [1:  IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO. LAS CAUSAS PREVISTAS EN LOS ARTÍCULOS 73 Y 74 DE LA LEY DE LA MATERIA, RESPECTIVAMENTE, NO SON INCOMPATIBLES CON EL ARTÍCULO 25.1 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS.
Del examen de compatibilidad de los artículos 73 y 74 de la Ley de Amparo con el artículo 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos no se advierte que el derecho interno desatienda los estándares que pretenden proteger los derechos humanos en dicho tratado, por regular causas de improcedencia y sobreseimiento que impiden abordar el estudio de fondo del asunto en el juicio de amparo, en virtud de que el propósito de condicionar el acceso a los tribunales para evitar un sobrecargo de casos sin mérito, es en sí legítimo, por lo que esa compatibilidad, en cuanto a los requisitos para la admisibilidad de los recursos dependerá, en principio, de los siguientes criterios: no pueden ser irracionales ni de tal naturaleza que despojen al derecho de su esencia, ni discriminatorios y, en el caso, la razonabilidad de esas causas se justifica por la viabilidad de que una eventual sentencia concesoria tenga un ámbito de protección concreto y no entre en conflicto con el orden jurídico, no son de tal naturaleza que despojen al derecho de su esencia ni tampoco son discriminatorias, pues no existe alguna condicionante para su aplicabilidad, en función de cuestiones personales o particulares del quejoso. Por tanto, las indicadas causas de improcedencia y sobreseimiento no son incompatibles con el citado precepto 25.1, pues no impiden decidir sencilla, rápida y efectivamente sobre los derechos fundamentales reclamados como violados dentro del juicio de garantías.] 


CUARTO. Estudio y resolución del asunto 	
El análisis y resolución del presente recurso, se funda en el contenido íntegro de las actuaciones que obran en el expediente electrónico, para así estar en posibilidad este Órgano Colegiado de dictar el fallo correspondiente conforme a derecho, tomando en consideración los elementos aportados por las partes y respetando en todo momento al principio de máxima publicidad consagrado en nuestra Constitución Federal, Local y demás leyes aplicables en la materia, así como en los tratados internacionales en los que el Estado Mexicano sea parte, en concordancia con el párrafo tercero del artículo 1 de la Constitución Federal y el diverso 8 de la Ley de Transparencia local.

Ahora bien, el artículo 179 de la Ley de Transparencia establece las causales para la procedencia del recurso de revisión, tal como se transcribe:
Artículo 179. El recurso de revisión es un medio de protección que la Ley otorga a los particulares, para hacer valer su derecho de acceso a la información pública, y procederá en contra de las siguientes causas: 
I. La negativa a la información solicitada; 
II. La clasificación de la información; 
III. La declaración de inexistencia de la información; 
IV. La declaración de incompetencia por el sujeto obligado; 
V. La entrega de información incompleta; 
VI. La entrega de información que no corresponda con lo solicitado; 
VII. La falta de respuesta a una solicitud de acceso a la información; 
VIII. La notificación, entrega o puesta a disposición de información en una modalidad o formato distinto al solicitado; 
IX. La entrega o puesta a disposición de información en un formato incomprensible y/o no accesible para el solicitante; 
X. Los costos o tiempos de entrega de la información; 
XI. La falta de trámite a una solicitud; 
XII. La negativa a permitir la consulta directa de la información; 
XIII. La falta, deficiencia o insuficiencia de la fundamentación y/o motivación en la respuesta; y 
XIV. La orientación a un trámite específico. 
La respuesta que den los sujetos obligados derivada de la resolución a un recurso de revisión que proceda por las causales señaladas en las fracciones IV, VII, IX, X, XI y XII es susceptible de ser impugnada de nueva cuenta, mediante recurso de revisión, ante el Instituto.


Bajo estas líneas argumentativas, al retomar y delimitar los requerimientos del ahora Recurrente, de manera objetiva se precisa que requiere la siguiente información:

Del periodo comprendido del primero de enero de dos mil diecinueve al treinta de junio de dos mil veinticinco:

1. Número total de juicios laborales, civiles, administrativos y penales en los que ha sido parte el Municipio de Ayapango, especificando: • Año en que se iniciaron • Materia del juicio • Tipo de resolución o estado procesal actual. 
2. Monto total pagado en indemnizaciones, laudos o sentencias condenatorias contra el municipio, desglosado por año. 
3. Copia de los convenios, contratos o nombramientos del personal jurídico (directores, asesores, abogados litigantes, etc.), incluyendo: • Nombre completo • Cargo • Periodo de contratación • Monto de honorarios o sueldo mensual 
4. Número de procedimientos administrativos internos o denuncias que se hayan iniciado contra servidores públicos del área jurídica del municipio por irregularidades, negligencia o actos de corrupción.  
5. Copia de los informes trimestrales o anuales presentados por el área jurídica ante el Ayuntamiento, en los que se detalle su actividad legal, juicios atendidos y resultados. Solicito que la información sea entregada en formato digital (PDF o Word) y que se remita a través del sistema SAIMEX.

De conformidad con las constancias que obran en el expediente electrónico, se observa que el Sujeto Obligado dio respuesta por medio del sistema SAIMEX, a la solicitud de información 00087/AYAPANGO/IP/2025; a través de los archivos electrónicos:

· 00087.pdf: Consta de los siguientes documentos:
· Consta del documento AYA/CJ/77/2025, signado por el Consejero Jurídico, mediante el cual refiere que respecto al punto uno y dos, refiere que no es posible acordar de conformidad con lo solicitado, en virtud de que el solicitante pretende que se elabore un documento ad hoc. En el mismo sentido, respecto al punto dos se reitera que no es procedente remitir lo solicitado, toda vez que, el numeral antes citado, expresa que no existe obligación de efectuar cálculos o practicar investigaciones, lo cual el solicitante pretende al solicitar el "... monto total pagado... desglosado por año". Máxime que de acuerdo con las atribuciones y facultades con que cuenta ésta Consejería Jurídica, no se advierte la de generar la información solicitada, para ello me permito señalar que las facultades con que cuenta ésta Consejería Jurídica, se encuentran contenidas en el Reglamento Interno de dicha unidad administrativa, el cual se puede consultar en la dirección siguiente electrónica: https://ayapango.gob.mx/documentos/manuales/2025/Reglamento%20Interno%20Corsejer%C3%ADa%20Jur%C3%ADdica.pdf. Respecto al punto 3, refiere que remite copia del nombramiento del consejero jurídico de la Administración municipal de Ayapango 2025-2027, en el cual se contiene el nombre completo y cargo del titular. Asimismo, remito a Usted copia del contrato laboral solicitado, en su versión pública, en el cual se contiene el salario percibido, sin que sea posible remitir el salario mensual, en virtud de que no existe la obligación de procesar o efectuar cálculos, ello de conformidad con el numeral 12 de la ley multicitada. Para el caso del punto 4, refiere que es preciso referir que en la Consejería Jurídica no se cuenta con información respecto a lo solicitado, ello es así en virtud de que a ésta unidad administrativa no le compete iniciar, substanciar o resolver los procedimientos administrativos de los servidores públicos municipales, tal y como se puede advertir del Reglamento Interno de la Consejería jurídica, el cual se puede consultar en la dirección electrónica https://ayapango.gob.mx/documentos/manuales/2025/Reglamento%20Interno%20Consejer%C3%ADa%20Jur%C3%ADdica.pdf. En consecuencia no es procedente acordar o remitir la información que solicita. Finalmente, respecto al punto 5, refiere que no se cuenta con documentos consistentes en "informes trimestrales o anuales presentados por el área jurídica ante el Ayuntamiento en los que se detalle su actividad legal, juicios atendidos y resultados".
· Dos contratos individuales de trabajo, en versión pública.
· Nombramiento del Consejero Jurídico.
· 19 SESION EXTRAORDINARIA SUP DE DATOS.pdf: Décima Novena sesión extraordinaria del Comité de Información Pública del H. Ayuntamiento de Ayapango Administración 2025-2027.

Es así como, derivado de la respuesta emitida por El Sujeto Obligado, el Recurrente, interpuso el presente recurso de revisión, señalando sustancialmente como Acto impugnado: “En la solicitud con numero 00087/AYAPANGO/IP/2025, en el numeral 1,2,y 4 no se me esta proporcionando la informacion solicitada evadiendo las respuestas diciendo que no son inexistentes la informacion que pedi, a continuacion hago saber los motivos y mis razones por la cual estoy inconforme con la informacion que me proporciono el jurídico”, así como sus razones o motivos de inconformidad, lo siguiente: “No estás pidiendo información inexistente ni que se cree un documento nuevo, sino datos que por su naturaleza deben existir y estar organizados dentro del área jurídica del municipio. La respuesta evade entregar información pública, amparándose erróneamente en el artículo 12 de la Ley, el cual no exime de entregar información preexistente ni permite negarla simplemente porque debe organizarse. El artículo 12 efectivamente indica que no están obligados a "crear" documentos o a "procesar" la información, pero eso no les impide proporcionar los documentos existentes, como expedientes, sentencias o informes que ya contengan lo solicitado. El municipio cuenta con documentación de los juicios en los que ha sido parte solicito se ordene a la Unidad de Transparencia del Municipio de Ayapango proporcionar la información solicitada” (Sic).

En primer lugar, es de señalar que de los motivos de inconformidad en cita se aprecia que el particular únicamente se inconforma sobre los puntos 1, 2 y 4, respecto del número de juicios laborales, monto total pagado en indemnizaciones, laudos o sentencias y número de procedimientos administrativos internos o denuncias, sin que se aprecie inconformidad alguna respecto de los puntos 3 y 5. 
 
Sirve de sustento, la tesis jurisprudencial número VI.3o.C. J/60, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta bajo el número de registro 176,608 que a la letra dice:

“ACTOS CONSENTIDOS. SON LOS QUE NO SE IMPUGNAN MEDIANTE EL RECURSO IDÓNEO. Debe reputarse como consentido el acto que no se impugnó por el medio establecido por la ley, ya que, si se hizo uso de otro no previsto por ella o si se hace una simple manifestación de inconformidad, tales actuaciones no producen efectos jurídicos tendientes a revocar, confirmar o modificar el acto reclamado en amparo, lo que significa consentimiento del mismo por falta de impugnación eficaz.”

De la interpretación del criterio antes citado, se advierte que cuando el particular impugnó la respuesta del SUJETO OBLIGADO, no expresó razón o motivo de inconformidad en contra de todos los rubros solicitados, por tanto, estos deben declararse atendidos.
Atento a ello, es importante traer a contexto la Tesis Jurisprudencial Número 3ª./J.7/91, Publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta bajo el número de registro 174,177, que establece lo siguiente:

“REVISIÓN EN AMPARO. LOS RESOLUTIVOS NO COMBATIDOS DEBEN DECLARARSE FIRMES. Cuando algún resolutivo de la sentencia impugnada afecta a la recurrente, y ésta no expresa agravio en contra de las consideraciones que le sirven de base, dicho resolutivo debe declararse firme. Esto es, en el caso referido, no obstante que la materia de la revisión comprende a todos los resolutivos que afectan a la recurrente, deben declararse firmes aquéllos en contra de los cuales no se formuló agravio y dicha declaración de firmeza debe reflejarse en la parte considerativa y en los resolutivos debe confirmarse la sentencia recurrida en la parte correspondiente.”

Para mayor abundamiento, también resulta aplicable el criterio 01/20 emitido por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, que a la letra estipula lo siguiente: 

Actos consentidos tácitamente. Improcedencia de su análisis. Si en su recurso de revisión, la persona recurrente no expresó inconformidad alguna con ciertas partes de la respuesta otorgada, se entienden tácitamente consentidas, por ende, no deben formar parte del estudio de fondo de la resolución que emite el Instituto.

Por lo que, al no haberse inconformado sobre todos los rubros solicitados, se consideran actos consentidos y, por tanto, se tienen por colmados dichos rubros de la solicitud.

Por lo tanto, el presente estudio versará únicamente respecto del número de juicios laborales, monto total pagado en indemnizaciones, laudos o sentencias y número de procedimientos administrativos internos o denuncias, establecidas en el lugar de la intervención, qué es el motivo de inconformidad.

De las constancias que obran en el expediente electrónico del SAIMEX, se advierte que el Sujeto Obligado rindió su informe justificado por medio del archivo electrónico denominado “OFICIO SISTEMA SAIMEX 00087.pdf”, “00087.pdf” y “09620 CONSEJERIA JURIDICA.pdf”, los cuales refieren lo siguiente:

· OFICIO SISTEMA SAIMEX 00087.pdf: Consta del oficio número APG/IP/00218/2025, signado por la Coordinadora de Información Pública de Ayapango, Estado de México, mediante el cual refiere que se envía la información de la solicitud de información.
· 00087.pdf: Consta del oficio número AYA/OIC/422/2025, signado por la Contralora Interna Municipal de Ayapango, Estado de México, Administración 2025-2027, mediante el cual refiere que respecto al punto cuatro -4-, informa que mediante oficios con número de referencias AYA/OIC/406/2025 y AYA/OIC/407/2025, ambos con fecha 04 de agosto del presente año, giró las instrucciones correspondientes para que, la autoridad Investigadora, la autoridad substanciadora y Resolutora, en el ámbito de sus atribuciones, se atendiera lo solicitado en el sentido anteriormente señalado. En ese sentido, en atención al oficio AYA/OIC/406/2025, la L. EN D. Denisse Eratzeni Márquez Correa, en calidad de Autoridad Substanciadora, así como Autoridad Resolutora Honorifica Adscrita a la Contraloría Interna Municipal de Ayapango, Estado de México, mediante oficio AYA/OIC/AR/011/2025, hizo del conocimiento lo siguiente: que, tras realizar una búsqueda exhaustiva dentro de los archivos que obran dentro los expedientes bajo el resguardo de la suscrita en calidad de Autoridad Substanciadora y Autoridad Resolutora Honorífica adscrita a la Contraloría Interna Municipal de Ayapango, Estado de México, a la fecha del presente oficio no se han iniciado Procedimientos de Responsabilidad Administrativa en contra de los Servidores Públicos adscritos a la Consejería Jurídica Municipal, durante el tiempo regido por la presente Administración Pública, toda vez que no ha sido recibido y/o admitido ningún Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa por parte de la suscrita en calidad de Autoridad Substanciadora: en este sentido no han sido emitidas resoluciones ni se han impuesto sanciones administrativas. Por otra parte, en atención al oficio AYA/OIC/407/2025, el Lic. Jacobo Méndez Vázquez, en calidad de Autoridad Investigadora Adscrita a la Contraloría Interna Municipal de Ayapango, Estado de México, mediante oficio AYA/CIM/Al/28/2025, hizo del conocimiento lo siguiente, que derivado de una búsqueda en los archivos, expedientes y documentos que obran en esta dependencia, se informa que no se encontró ningún procedimiento administrativo interno o denuncias que se hayan iniciado contra servidores públicos del área jurídica del municipio por irregularidades, negligencia o actos de corrupción. Aunado a lo anterior, se adjuntan ambos oficios.
· 09620 CONSEJERIA JURIDICA.pdf: Consta del oficio número AYA/CJ/87/2025, signado por el consejero jurídico, mediante el cual refiere que respecto al punto uno -1- y dos -2-, ratifica su respuesta inicial, asimismo refiere que el solicitante requirió información que devendría en un documento con ciertas especificidades, es decir, un documento ad hoc, lo cual no puede considerarse materia del derecho de acceso a la información, esto es así ya que el planteamiento hecho en la solicitud implican un procesamiento de la información para cumplir con las especificaciones señaladas por el solicitante, a lo cual no se encuentra obligada esta unidad administrativa, esto es no existe obligación a generar dicho documento con las características que se señala en la solicitud de mérito, insistiendo en que la información solicitada no se encuentra en el formato requerido por el solicitante. Argumentos que encuentran sustento en el numeral 12 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, por lo que el recurso de revisión deviene improcedente. Por cuanto al punto cuatro -4-, refiere que no se cuenta con información respecto a lo solicitado.

Siendo las cosas así, resulta obice señalar que el Pleno del Órgano Garante local ha sostenido que, ante la presencia de un hecho negativo, resultaría innecesaria una declaratoria de inexistencia en términos de 19, 169 y 170 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, y ante un hecho negativo resulta aplicable la siguiente tesis:

 “HECHOS NEGATIVOS, NO SON SUSCEPTIBLES DE DEMOSTRACION.
Tratándose de un hecho negativo, el Juez no tiene por qué invocar prueba alguna de la que se desprenda, ya que es bien sabido que esta clase de hechos no son susceptibles de demostración.” [Sic]

Visto de esta forma, en términos de la corriente legal y doctrinal imperante en la materia los hechos negativos no son susceptibles de demostración, es decir, no resultaba necesario realizar una declaratoria de inexistencia respecto de la información requerida respecto del punto cuatro -4-. Para robustecer lo anterior, se trae a colación el criterio orientador SO/007/2017 emitido por el entonces Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, cuyo rubro y texto disponen a la literalidad lo siguiente: 

“CASOS EN LOS QUE NO ES NECESARIO QUE EL COMITÉ DE TRANSPARENCIA CONFIRME FORMALMENTE LA INEXISTENCIA DE LA INFORMACIÓN.
 La Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública establecen el procedimiento que deben seguir los sujetos obligados cuando la información solicitada no se encuentre en sus archivos; el cual implica, entre otras cosas, que el Comité de Transparencia confirme la inexistencia manifestada por las áreas competentes que hubiesen realizado la búsqueda de la información. No obstante lo anterior, en aquellos casos en que no se advierta obligación alguna de los sujetos obligados para contar con la información, derivado del análisis a la normativa aplicable a la materia de la solicitud; y además no se tengan elementos de convicción que permitan suponer que ésta debe obrar en sus archivos, no será necesario que el Comité de Transparencia emita una resolución que confirme la inexistencia de la información. 
Precedentes:
· Acceso a la información pública. RRA 2959/16. Sesión del 23 de noviembre de 2016. Votación por unanimidad. Sin votos disidentes o particulares. Secretaría de Gobernación. Comisionado Ponente Rosendoevgueni Monterrey Chepov.
· Acceso a la información pública. RRA 3186/16. Sesión del 13 de diciembre de 2016. Votación por unanimidad. Sin votos disidentes o particulares. Petróleos Mexicanos. Comisionado Ponente Francisco Javier Acuña Llamas.
· Acceso a la información pública. RRA 4216/16. Sesión del 05 de enero de 2017. Votación por unanimidad. Sin votos disidentes o particulares. Cámara de Diputados. Comisionada Ponente Areli Cano Guadiana” (Sic)

Por otra parte, se comprende que el derecho de acceso a la información excluye la obligación de generar, documentos, procesar información o incluso generar soportes documentales encauzados a atender la pretensión de los particulares, es decir no tiene obligación de documentos para colmar la pretensión del particular. 

Robustece lo anterior, el criterio 03-17, emitido por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales cuyo rubro y texto dispone a la literalidad los siguiente: 

“NO EXISTE OBLIGACIÓN DE ELABORAR DOCUMENTOS AD HOC PARA ATENDER LAS SOLICITUDES DE ACCESO A LA INFORMACIÓN. 
Los artículos 129 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y 130, párrafo cuarto, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, señalan que los sujetos obligados deberán otorgar acceso a los documentos que se encuentren en sus archivos o que estén obligados a documentar, de acuerdo con sus facultades, competencias o funciones, conforme a las características físicas de la información o del lugar donde se encuentre. Por lo anterior, los sujetos obligados deben garantizar el derecho de acceso a la información del particular, proporcionando la información con la que cuentan en el formato en que la misma obre en sus archivos; sin necesidad de elaborar documentos ad hoc para atender las solicitudes de información.
Resoluciones:
RRA 0050/16. Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación. 13 julio de 2016. Por unanimidad. Comisionado Ponente: Francisco Javier Acuña Llamas.
RRA 0310/16. Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales. 10 de agosto de 2016. Por unanimidad. Comisionada Ponente. Areli Cano Guadiana.
RRA 1889/16. Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 05 de octubre de 2016. Por unanimidad. Comisionada Ponente. Ximena Puente de la Mora” [Sic]

Ahora bien, resulta necesario analizar el Bando Municipal y el Reglamento Interno de la Administración Pública Municipal, para delimitar competencias:
“Bando Municipal
SECCIÓN PRIMERA.
DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA.
Artículo 45.- La estructura orgánica de la administración pública municipal, se encargará del despacho de los asuntos que le sean encomendados por el Presidente Municipal, en el ejercicio de su facultad delegatoria y se conformará de la siguiente forma: 
1. Presidencia
1.1 Secretaría Técnica.
1.2 Coordinación de Información Pública.
1.3 Coordinación de Comunicación Social.
2. Secretaría del Ayuntamiento.
2.1. Juzgado Cívico Municipal de Ayapango.
3. Contraloría Interna Municipal.
3.1 Autoridad Investigadora.
3.2 Autoridad Substanciadora.
3.3 Autoridad Resolutora.
4. Consejería Jurídica.
Direcciones de:
5. Obras Públicas y Servicios.
5.1 Coordinación de Servicios Públicos.
5.2 Coordinación de Servicios Generales.
5.3 Coordinación de la Administración del Agua.
6. Desarrollo Urbano.
7. Finanzas y Tesorería.
7.1 Coordinación de Administración.
7.2 Coordinación de Predial y Catastro.
7.3 Coordinación de Recursos Humanos.
8. Desarrollo Económico.
8.1 Coordinación del Campo.
8.2Coordinación de Turismo.
9. Educación y Cultura.
10. Gobierno y participación ciudadana.
11. Desarrollo Social.
11.1 Coordinación del Instituto del Consejo de la Mujer.
11.2 Coordinación de Salud.
12. Ecología.
13. De Seguridad Ciudadana.
13.1 Secretaria Técnica del Consejo Municipal de Seguridad Pública.
13.2 Coordinación de Sistemas de Información, Comunicación y Tecnologías para la Seguridad Pública C2.
13.3 Unidad de Asuntos Internos.
13.4 Comisión de Honor y Justicia.
14. Unidad de Información, Planeación, Programación y Evaluación.
15. Protección Civil.
16. Área Coordinadora de Archivos.
17. Unidad Municipal de Control y Bienestar Animal.
18. Autoridad Local de simplificación y digitalización.
(sic) 
REGLAMENTO INTERNO DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA MUNICIPAL DE AYAPANGO MEXICO 2025 - 2027.
Artículo 28. La Consejería Jurídica, como área especializada en el derecho, dará asistencia legal al H. Ayuntamiento, así como a todas y cada una de las áreas que integran la Administración Pública Municipal, incluyendo a los organismos públicos descentralizados, validando los procedimientos administrativos que éstas instauren. Protegerá y defenderá jurídicamente los derechos e intereses del H Ayuntamiento y a sus integrantes, dará apoyo técnico jurídico, al Presidente Municipal y a las diversas Direcciones y Dependencias que integran la Administración Pública Municipal; asimismo orientará a la comunidad. Tendrá las siguientes facultades:
Son atribuciones de la Consejería Jurídica Municipal las siguientes:
I. La Consejería Jurídica, es el órgano técnico de consulta y asesoría legal que, para el cumplimiento de sus atribuciones, se auxiliará de todas las áreas municipales y de sus organismos auxiliares cuando así los requiera;
II. Asesorar y apoyar al Presidente Municipal en los juicios y trámites legales en que el Ayuntamiento o sus dependencias sean parte;
III. Establecer los mecanismos para asesorar jurídicamente a las áreas administrativas del Ayuntamiento que lo requieran;
IV. Atender los asuntos que en materia jurídica le encomiende el Presidente Municipal y que sean de carácter público municipal;
V. Representar Jurídicamente al Ayuntamiento en los actos que le encomienden;
VI. Participar en los actos de los Comités y Consejos que se integren por la administración municipal y que sea de su injerencia; así como elaborar los contratos y convenios necesarios para el funcionamiento eficaz del Ejecutivo Municipal;
VII. Analizar y elaborar en proyecto contratos, convenios e instrumentos legales que celebre el Ayuntamiento, sus Dependencias o los Organismos, que le sean remitidos para la emisión de un criterio jurídico;
III. Apoyar a las autoridades municipales en los trámites de cumplimiento de resoluciones de autoridades jurisdiccionales de carácter federal y estatal;
IX. Intervenir en los procedimientos de expropiación por causa de utilidad pública;
X. Elaborar la contestación a los escritos de petición que le sean turnados por el Presidente Municipal;
XI. Analizar las reformas a la normatividad municipal vigente, a propuesta de las diversas dependencias de la Administración Pública Municipal;
XII. Solicitar informes y documentos a las Dependencias de la Administración Pública Municipal, para la atención de los asuntos que son de su competencia;
XIII. Formar parte de la Comisión de Honor y Justicia, asimismo formará parte de los Comités que sea requerido y necesario para que las actuaciones procedan conforme a derecho;
XIV. Brindar asesoría jurídica gratuita a los habitantes del Municipio;
XV. Realizar todas aquellas actividades que sean inherentes a la Unidad y, las demás que le sean encomendadas por instrucción del Presidente Municipal.
Para el despacho de los asuntos que competen a la Consejería Jurídico, se auxiliará en las demás Dependencias Administrativas que requiera para su desempeño.
Artículo 30. La Dirección de Finanzas y Tesorería y/o Tesorería Municipal, es la unidad administrativa encargada de la recaudación de los ingresos municipales y la administración de la hacienda pública municipal, responsable de realizar las erogaciones y funciones requeridas por el H. Ayuntamiento, el Presidente Municipal Constitucional y demás dependencias de la Administración Pública Municipal, de conformidad con el Código Financiero del Estado de México y Municipios, Ley Orgánica Municipal del Estado de México, la Ley de Gobierno Digital del Estado de México y Municipios y los demás ordenamientos legales vigentes aplicables a la materia.
Artículo 31. El Titular de la Coordinación de Administración, deberá dirigir, coordinar y supervisar las acciones de planeación, presupuestario, ejercicio, registro y transparencia de las operaciones presupuestales, contables y financieras, en apego a las disposiciones en materia de responsabilidad hacendaria, disciplina financiera y contabilidad gubernamental y contará con las facultades previstas en el Reglamento de la Dirección de Finanzas y Tesorería, así como en las demás disposiciones reglamentarias municipales.” (Sic)

Así, en términos del numeral 162 de la Ley de Transparencia local, las unidades de transparencia deberán de garantizar que las solicitudes de información formuladas por la ciudadanía sean turnadas a todas las áreas administrativas en razón de las facultades, competencias y funciones reservadas, porción normativa inobservada por El Sujeto Obligado.

Resulta evidente para esta Ponencia que la Unidad de Transparencia del Sujeto Obligado dejo de observar la normativa en la materia, toda vez que no dio el trámite correspondiente a la solicitud de acceso a la información, limitando el derecho de acceso a la información, del hoy Recurrente.

Que, de una interpretación sistemática al Organigrama del Ayuntamiento de Ayapango, se advierte que la Tesorería Municipal y la Secretaría de Ayuntamiento, de manera enunciativa más no limitativa, resultan competentes para conocer y atender la solicitud de información número 00087/AYAPANGO/IP/2025.

Quedando establecido lo anterior, este Órgano Garante considera viable realizar el estudio en aras de establecer si la respuesta del Sujeto Obligado colma la pretensión del Recurrente.

	Requerimientos
	Respuesta
	Informe
	Colma

	1. Número total de juicios laborales, civiles, administrativos y penales en los que ha sido parte el Municipio de Ayapango, especificando: • Año en que se iniciaron • Materia del juicio • Tipo de resolución o estado procesal actual
	El Consejero Jurídico refiere que refiere que no es posible acordar de conformidad con lo solicitado, en virtud de que el solicitante pretende que se elabore un documento ad hoc.
	Ratifica su respuesta inicial
	No
Se debió turnar a las áreas competentes, de manera enunciativa más no limitativa, la Tesorería Municipal al ser quien efectúa los pagos así como la Secretaría de Ayuntamiento.

	2. Monto total pagado en indemnizaciones, laudos o sentencias condenatorias contra el municipio, desglosado por año. A partir de la administración 2019- hasta lo que llevamos del 2025
	El Consejero Jurídico refiere que refiere que no es posible acordar de conformidad con lo solicitado, en virtud de que el solicitante pretende que se elabore un documento ad hoc.
	Ratifica su respuesta inicial
	No
Se debió turnar a las áreas competentes, de manera enunciativa más no limitativa, la Tesorería Municipal al ser quien efectúa los pagos así como la Secretaría de Ayuntamiento.

	3.Copia de los convenios, contratos o nombramientos del personal jurídico (directores, asesores, abogados litigantes, etc.), incluyendo: • Nombre completo • Cargo • Periodo de contratación • Monto de honorarios o sueldo mensual
	El Consejero Jurídico adjunta lo siguiente:
- Dos contratos individuales de trabajo, en versión pública.
- Nombramiento del Consejero Jurídico.
	El Sujeto Obligado fue omiso en referir información.
	Sí

	4. Número de procedimientos administrativos internos o denuncias que se hayan iniciado contra servidores públicos del área jurídica del municipio por irregularidades, negligencia o actos de corrupción.
	El Consejero Jurídico refiere que es preciso referir que en la Consejería Jurídica no se cuenta con información respecto a lo solicitado, ello es así en virtud de que a ésta unidad administrativa no le compete iniciar, substanciar o resolver los procedimientos administrativos de los servidores públicos municipales, tal y como se puede advertir del Reglamento Interno de la Consejería jurídica.
	La Contralora Municipal refiere que derivado de una búsqueda exhaustiva, que, dentro de los archivos que obran dentro los expedientes bajo su resguardo, a la fecha del oficio no se han iniciado Procedimientos de Responsabilidad Administrativa en contra de los Servidores Públicos adscritos a la Consejería Jurídica Municipal.
	Sí
Hechos Negativos

	5. Copia de los informes trimestrales o anuales presentados por el área jurídica ante el Ayuntamiento, en los que se detalle su actividad legal, juicios atendidos y resultados. Solicito que la información sea entregada en formato digital (PDF o Word) y que se remita a través del sistema SAIMEX.
	El Consejero Jurídico refiere que no se cuenta con documentos consistentes en "informes trimestrales o anuales presentados por el área jurídica ante el Ayuntamiento en los que se detalle su actividad legal, juicios atendidos y resultados".
	El Sujeto Obligado fue omiso en referir información.
	Sí




Ahora bien, Nuestra Carta Magna dispone que para el ejercicio del derecho de acceso a la información los Estados deben observar diversos principios y bases, entre los cuales se establece que toda la información en posesión de cualquier autoridad, órgano, organismo, órganos autónomos, así como de cualquier sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones de interés público y seguridad nacional, en los términos que fijen las leyes, ello se aprecia en el Artículo 6, apartado A, numeral I de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que a la letra establece:

Artículo 6
…
Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación, los Estados y el Distrito Federal, en el ámbito de sus respectivas competencias, se regirán por los siguientes principios y bases:

1. Toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones de interés público y seguridad nacional, en los términos que fijen las leyes. En la interpretación de este derecho deberá prevalecer el principio de máxima publicidad. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, la ley determinará los supuestos específicos bajo los cuales procederá la declaración de inexistencia de la información.

Por otro, en atención a lo dispuesto por los artículos 3, fracción XI y 12 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, los cuales son del tenor literal siguiente:

Artículo 3.- Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:
…
XI. Documento: Los expedientes, reportes, estudios, actas, resoluciones, oficios, correspondencia, acuerdos, directivas, directrices, circulares, contratos, convenios, instructivos, notas, memorandos, estadísticas o bien, cualquier otro registro que documente el ejercicio de las facultades, funciones y competencias de los sujetos obligados, sus servidores públicos e integrantes, sin importar su fuente o fecha de elaboración. Los documentos podrán estar en cualquier medio, sea escrito, impreso, sonoro, visual, electrónico, informático u holográfico;

Artículo 4. El derecho humano de acceso a la información pública es la prerrogativa de las personas para buscar, difundir, investigar, recabar, recibir y solicitar información pública, sin necesidad de acreditar personalidad ni interés jurídico.

Toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada, administrada o en posesión de los sujetos obligados es pública y accesible de manera permanente a cualquier persona, en los términos y condiciones que se establezcan en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, en la Ley General, la presente Ley y demás disposiciones de la materia, privilegiando el principio de máxima publicidad de la información. Solo podrá ser clasificada excepcionalmente como reservada temporalmente por razones de interés público, en los términos de las causas legítimas y estrictamente necesarias previstas por esta Ley.

Los sujetos obligados deben poner en práctica, políticas y programas de acceso a la información que se apeguen a criterios de publicidad, veracidad, oportunidad, precisión y suficiencia en beneficio de los solicitantes.

Artículo 12. Quienes generen, recopilen, administren, manejen, procesen, archiven o conserven información pública serán responsables de la misma en los términos de las disposiciones jurídicas aplicables.

Los sujetos obligados sólo proporcionarán la información pública que se les requiera y que obre en sus archivos y en el estado en que ésta se encuentre. La obligación de proporcionar información no comprende el procesamiento de la misma, ni el presentarla conforme al interés del solicitante; no estarán obligados a generarla, resumirla, efectuar cálculos o practicar investigaciones.

Con base en lo anteriormente expuesto, se arriba a la conclusión de que la respuesta del Sujeto Obligado no colmó el derecho de acceso a la información ejercido por el particular. 

De la Versión Pública 
No pasa desapercibido que la información podría contener información susceptible de clasificar, por lo cual, dicha información debe ser clasificada para no vulnerar un derecho intangible. Aunado a que de ser en caso de contar con otra información consistente en datos personales, deberá generarse una versión pública, tal excepción a la publicidad, atiende a la coexistencia de datos públicos e información que tenga el carácter de confidencial (datos personales) o reservada, por lo que debe privilegiarse el acceso a la información bajo el principio de máxima divulgación, empero sin violar el derecho a la protección de datos personales, cuyo fundamento legal aplicable se encuentra inmerso en los numerales de la Ley de la materia, que a la letra esgrimen:

“Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:
(…)
IX. Datos personales: La información concerniente a una persona, identificada o identificable según lo dispuesto por la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de México;
(…)
XLV. Versión pública: Documento en el que se elimine, suprime o borra la información clasificada como reservada o confidencial para permitir su acceso.
Artículo 122. La clasificación es el proceso mediante el cual el sujeto obligado determina que la información en su poder actualiza alguno de los supuestos de reserva o confidencialidad, de conformidad con lo dispuesto en el presente título.
[…]
Artículo 132. La clasificación de la información se llevará a cabo en el momento en que:
[…]
II. Se determine mediante resolución de autoridad competente; o
(…)
Artículo 137. Cuando un mismo medio, impreso o electrónico, contenga información pública y reservada o confidencial, la Unidad de Transparencia para efectos de atender una solicitud de información, deberán elaborar una versión pública en la que se testen las partes o secciones clasificadas, indicando su contenido de manera genérica y fundando y motivando su clasificación.” [Sic]

Lo anterior, sólo en caso de advertir información susceptible de clasificar, por ende, resulta necesario que el Comité de Transparencia del Sujeto Obligado emita el Acuerdo de Clasificación correspondiente que sustente la versión pública, el cual deberá cumplir cabalmente las formalidades previstas en el artículo 137 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, así como los numerales aplicables de los LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE CLASIFICACIÓN Y DESCLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN, ASÍ COMO PARA LA ELABORACIÓN DE VERSIONES PÚBLICAS, publicados en el Diario Oficial de la Federación en fecha quince de abril de dos mil dieciséis, mediante Acuerdo del Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales.

[bookmark: _Hlk219389773]En mérito de lo expuesto en líneas anteriores, resultan parcialmente fundados los motivos de inconformidad vertidos por El Recurrente, por ello con fundamento en el artículo 186 fracción III de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, se MODIFICA la respuesta a la solicitud de información 00087/AYAPANGO/IP/2025.  

Por lo antes expuesto y fundado es de resolverse y,

SE    RESUELVE

PRIMERO. Se MODIFICA la respuesta entregada por EL SUJETO OBLIGADO, a la solicitud de información número 00087/AYAPANGO/IP/2025 por resultar parcialmente fundados los motivos de inconformidad que arguye EL RECURRENTE, en términos del Considerando CUARTO de la presente resolución. 

SEGUNDO. Se ORDENA al SUJETO OBLIGADO haga entrega al RECURRENTE, en términos del Considerando CUARTO de esta resolución, vía Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), en versión pública, de lo siguiente:

A. Documentos que den cuenta, del periodo comprendido del primero de enero de dos mil diecinueve al treinta de junio de dos mil veinticinco, de lo siguiente:

1. Número de juicios laborales, civiles, administrativos y penales en los que ha formado parte el Ayuntamiento de Ayapango, en el que se observe el año de inicio, materia de juicio, tipo de resolución o estado procesal actual, al mayor grado de desagregación posible.
2. . Monto total pagado por concepto de indemnizaciones, laudos o sentencias.

Para la entrega en versión pública deberá emitir el Acuerdo del Comité de Transparencia en términos de los artículos 49, fracción VIII y 132 fracción II de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en el que funde y motive las razones sobre los datos que se supriman o eliminen y se ponga a disposición del Recurrente.

Para el caso de que El Sujeto Obligado no cuente con alguno de los datos que se ordenan en el punto uno, bastará con que lo haga del conocimiento del Recurrente al momento de dar cumplimiento a la presente resolución.

TERCERO. NOTIFÍQUESE a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), la presente Resolución al Titular de la Unidad de Transparencia del Sujeto Obligado, para que conforme al artículo 186 último párrafo, 189 segundo párrafo y 194 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; dé cumplimiento a lo ordenado dentro del plazo de diez días hábiles, e informe a este Instituto en un plazo de tres días hábiles siguientes sobre el cumplimiento dado a la presente y, se le apercibe que en caso de negarse a cumplir la presente resolución o hacerlo de manera parcial, se le impondrá una medida de apremio de conformidad con lo previsto en los artículos 198, 200, fracción III; 214, 215 y 216 de la Ley  de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

CUARTO. De conformidad con el artículo 198 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, de considerarlo procedente, el Sujeto Obligado de manera fundada y motivada, podrá solicitar una ampliación de plazo para el cumplimiento de la presente resolución.

QUINTO. NOTIFÍQUESE a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), al Recurrente y hágasele del conocimiento que en caso de considerar que le causa algún perjuicio, podrá promover el Juicio de Amparo en los términos de las leyes aplicables, de acuerdo a lo estipulado por el artículo 196 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

ASÍ LO RESUELVE, POR UNANIMIDAD DE VOTOS, EL PLENO DEL INSTITUTO DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS, CONFORMADO POR LOS COMISIONADOS JOSÉ MARTÍNEZ VILCHIS, MARÍA DEL ROSARIO MEJÍA AYALA, SHARON CRISTINA MORALES MARTÍNEZ, LUIS GUSTAVO PARRA NORIEGA Y GUADALUPE RAMÍREZ PEÑA, EN LA VIGÉSIMA SEGUNDA SESIÓN ORDINARIA CELEBRADA EL DIECISIETE DE JUNIO DE DOS MIL VEINTISÉIS, ANTE EL SECRETARIO TÉCNICO DEL PLENO, ALEXIS TAPIA RAMÍREZ. ------------------------------------------------------
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